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Capítulo ix
¿Por qué hay que regular la participación? 
Las lecciones de la Carta Iberoamericana de 
Participación en la Gestión Pública para la 
generación de proyectos sustentables
Ricardo Sebastián Piana
1. Introducción 
Tomar decisiones en contextos participativos es complejo. No solo porque 
en el ámbito de la intervención política no tenemos posibilidad de predecir 
el resultado de nuestras acciones, sino también porque como proceso re-
quiere organización y coordinación. 
Supongamos que debemos tomar una decisión en conjunto. Esa deci-
sión ¿debe surgir por unanimidad, consenso o mayoría, mayorías simples o 
calificadas? ¿Cómo expresamos esa decisión?, ¿personalmente o por medio 
de un representante? Y en este último caso, ¿cómo lo elegimos?, y ¿qué re-
presenta, mi condición de ciudadano o mi condición socioeconómica o la-
boral? ¿Es mi participación un derecho, un deber o una obligación? ¿Todos 
deben expresar su voluntad? Quien no está de acuerdo con una decisión, 
¿debe acatarla, siempre? ¿Puede cuestionarse una decisión tomada por la 
mayoría? Y, en ese caso, ¿quién decide (y toma la decisión final)? ¿Sobre 
qué temas o problemas podemos debatir? ¿Hay temas, decisiones o leyes 
sagradas o privilegiadas que no se pueden debatir ni modificar? ¿Se debe 
proteger a las minorías? Y en ese caso, ¿cómo? ¿Pueden tomarse decisiones 
en conjunto entre distintos Estados? En caso afirmativo, ¿sobre qué base? Y 
si la cantidad de electores de uno y otro Estado son radicalmente distintas, 
¿qué hacer? 
El orden de las preguntas no es caprichoso: históricamente, como so-
ciedad, hemos ido avanzando, poco a poco, aprendiendo de los errores, ge-
nerando nuevas preguntas que nos plantean nuevos problemas y retos. Re-
sulta evidente que estas preguntas pueden tener varias respuestas, pero no 
resulta tan evidente que, cualquiera fuese la respuesta, si hemos decidido 
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tomar una decisión en forma participativa también debemos haber acorda-
do en forma previa cómo llegaremos a esa decisión, cuáles son los alcances 
que podemos darle y qué consecuencias tienen. 
Es así que requerimos de ciertas pautas que regulen la participación 
y es también por ello que la participación en la cosa pública no puede ser 
equiparada a la acción directa. La participación puede ser una práctica na-
tural de una comunidad pero siempre está institucionalizada. 
En el ámbito latinoamericano, se señala que la informalidad de las insti-
tuciones es una nota característica.354 Ahora bien, esta afirmación nos lleva a 
otro debate sobre qué es lo que distingue a las formales de las informales. 
Uno de los criterios para distinguir la formalidad e informalidad de 
las instituciones es el grado de codificación que tienen, entendida la codi-
ficación como procedimientos que reducen la ambigüedad de los compor-
tamientos esperados o debidos. Una norma, según este argumento, sería 
formal si distintas personas atribuyen un mismo significado a ese compor-
tamiento esperado o debido mediante procedimientos que promueven la 
aceptación (y validez) de esas condiciones.355 Para otros, “las instituciones 
formales son aquellas asociadas con mecanismos externos de imposición 
como la supervisión y la sanción a cargos de terceros, mientras que las ins-
tituciones informales generalmente están caracterizadas por la falta de san-
ciones externas”356 o sanciones autoimpuestas (self-enforcing). Finalmente, 
algunos señalan que las instituciones informales son “reglas socialmente 
compartidas, usualmente no escritas, que son creadas, comunicadas e im-
puestas fuera de los canales oficialmente sancionados”.357
Como hemos visto no hay un criterio válido ni único para la distinción, 
pero es preciso tenerlo presente porque muchas de las instituciones que re-
gulan la participación no responden a la regla de la formalidad y sin embar-
go son instituciones. Piénsese, si no, en la regla no escrita del doy para que 
35	 O’Donnell,	G.:	“Otra	institucionalización”,	en	Contrapuntos: ensayos es-





citado	por	Leiras,	M.:	 “¿De	qué	hablamos	 cuando	hablamos	de	 insti-
tuciones	 informales?”,	 en	 Fernández,	A.	 (Comp.):	Estudios de Política 
Comparada,	Universidad	Nacional	de	Rosario,	Rosario,	200,	pp.	10-11.
357	 Helmke,	 G.	 y	 Levitsky,	 S.:	 “Informal	 institutions	 and	 politics	 in	 Latin	
America”,	en	Brinks,	D.	M.:	Courts, norms and laws: competing rules 
and legal rights in Salvador, Sao Pãulo and Buenos Aires,	University	of	
Notre	Dame,	Notre	Dame,	2003,	pp.	11-12.
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des, doy para que hagas implícita en la entrega de subsidios, subvenciones 
o planes sociales por “participación” en actos políticos.
Decir que la participación está institucionalizada no quiere decir que 
deban existir normas jurídicas positivas que regulen esa participación; pero 
siempre hay normas, formales e informales, que nos guían en el proceso de 
toma de decisión. 
Si las decisiones se toman en forma participativa, todos los actores 
deben conocer y acatar las mismas reglas de juego. Quien no cumple las 
reglas, no participa. Pero también quien impone, no hace participar. Si 
bien no podemos ahondar en este lugar el problema de la libertad, debe 
quedarnos en claro que la libertad (física, psíquica y emocional) es un 
componente central del proceso de participación tanto como es un requisi-
to sine qua non para que pueda haber manifestación de nuestra voluntad, 
una voluntad que no debería ser antojadiza. También en el ámbito público 
usamos (o debemos usar) nuestra libertad considerando las posibilidades 
y consecuencias de nuestras acciones. En efecto, libertad en política es 
ausencia de determinismos; no significa ausencia de condicionantes. En-
tre esos condicionantes está el Otro: en este sentido, actúa políticamente 
quien coparticipa. 
La creación, el fomento y sustentabilidad de los canales de participación 
en la gestión pública no solo construyen consenso sino que democratizan las 
decisiones políticas, generan mayor compromiso con su implementación y 
fortalecen la gobernabilidad democrática de los gobiernos. Este requisito no 
es solo local, aun cuando la teoría se ha centrado en el desarrollo de las de-
mocracias locales. Es, como veremos en otros capítulos de este mismo libro, 
imprescindible para la construcción de los esquemas regionales de integra-
ción donde los “megaproyectos” (su necesidad, sus costes, sus resultados, 
sus beneficios) no suelen ser “visualizados” por los ciudadanos.
Se pretende en este capítulo dar cuenta de la creciente preocupación 
por establecer mecanismos de participación, tanto en su faz política, como 
más recientemente en la gestión pública. Nos detendremos en los aspec-
tos normativos. Si bien reconocemos la brecha existente entre la dimensión 
normativa-discursiva y las prácticas, estos textos se constituyen en un pará-
metro y modelo insoslayable para orientar las futuras reformas, normativas 
y de prácticas, para reconocer, propiciar y garantizar los resultados de la 
participación ciudadana en la cosa pública. 
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2. La participación política
La participación en el debate político no es, ciertamente, un fenómeno de 
la modernidad. En verdad, pueden encontrarse ejemplos en la democracia 
griega. Pero entendida como un derecho universal, sí lo es. 
El constitucionalismo, como producto inicial de la ideología liberal que 
buscó promover la libertad de los gobernados estableciendo las normas que 
distribuyeran las funciones estatales entre los diferentes detentadores del po-
der (gubernaculum), por un lado, y reconociendo a los ciudadanos derechos 
inviolables (jurisdictio), por el otro, es una construcción que nace con la Decla-
ración de los derechos del hombre y del ciudadano de 1789 y con la Constitución 
de Estados Unidos de Norte América de 1787 con sus diez primeras enmiendas. 
Es necesario recordar que las primeras constituciones liberales fue-
ron más republicanas que democráticas. Si bien la soberanía popular fue 
(y es aún) el fundamento que legitimó el poder frente a la entonces legiti-
mación monárquica, lo cierto es que la participación política restringida 
y la representación política limitaron y mediatizaron, respectivamente, 
esa soberanía popular. Existía en la ascendiente burguesía una marcada 
desconfianza a la opinión del pueblo que, como categoría política, aún no 
estaba formada. 
Si bien la ampliación de la base de participación electoral fue de la mano 
de la aparición de los partidos políticos de masa, a escala mundial, entre los 
años 20 y 40 del siglo pasado, debemos esperar recién al constitucionalismo de 
segunda generación  para ver plasmada una nueva confianza en la decisión po-
pular con la incorporación a las Constituciones de los institutos de democracia 
semidirecta que, luego de la experiencia del bonapartismo, habían sido recha-
zados como instrumentos de manipulación de la voluntad popular.358












cacelaya,	M.	de	las	N.:	Participación ciudadana. Teoría y práctica de la 
democracia semidirecta,	Edulp,	La	Plata,	2008,	pp.	37-38.
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Pero el fenómeno de la democracia del último cuarto de siglo y comien-
zos del presente es totalmente nuevo. Globalización, tecnologías, amenaza 
de guerra nuclear, la ideología del “fin de las ideologías”, megaciudades, 
terrorismo, choque cultural, calentamiento global, nuevos nacionalismos 
y matanzas étnicas, migraciones, etcétera, han modificado el contexto de 
la democracia. Aun cuando compartamos el postulado básico según el cual 
el demos gobierna (o debe gobernar), la complejidad del mundo actual ha 
puesto en crisis todos los otros supuestos.359 Estamos urgidos por traducir y 
adaptar tanto la teoría como la práctica de la democracia liberal clásica a las 
nuevas realidades económicas, sociales y técnicas. 
No es este el lugar para desarrollar un listado de los diversos signi-
ficados (muchas veces demasiado contradictorios) que se le ha dado a la 
democracia, aunque desde ya podemos señalar que la participación ciuda-
dana ocupa, cada vez más, un aspecto fundamental del debate mientras 
que otros elementos antaño centrales, como la representación, los partidos 
políticos o la idea del bien común, son menos relevantes.360 
Así, Dahl, partiendo del principio de la igualdad política (como la ca-
pacidad de los ciudadanos para influir igualmente en las políticas del Esta-
do) enumera algunos criterios que todo orden democrático debería satisfa-
cer: a) la participación efectiva; b) la igualdad de voto en la etapa decisoria; 
c) la comprensión esclarecida, es decir, la posibilidad de un entendimiento 
informado; d) el control del programa de acción, es decir, el ejercicio del 
control final sobre la agenda; y e) la inclusión, que supone que una propor-
ción sustancial de los adultos están calificados y, por tanto, son miembros 
plenos (ciudadanos) del demos.361 
359	 Piana,	R.	S.	 y	Corbetta,	 J.	 C.	 (Coords):	Ensayos sobre la democracia 
contemporánea,	Edulp,	La	Plata,	2009,	p.	7.
30	 Barber,	 B.:	 Strong Democracy. Participatory Politics for a New Age,	
University	of	California	Press,	Berkley,	198;	Dahl,	R.:	La poliarquía. Par-
ticipación y oposición,	Tecnos,	Madrid,	1989;	Dworkin,	R.:	Is Democracy 
Possible Here? Principles for a New Political Debate,	Princeton	University	
Press,	New	Jersey,	200;	Schmitter,	Ph.:	“¡El	corporativismo	ha	muerto!	
¡Larga	vida	al	corporativismo!”,	Revista Zona abierta,	núm.	7-8,	199;	
Sartori,	G.:	Teoría de la Democracia:	El debate	contemporáneo,	Edito-
rial	Alianza	Universidad,	México	1989,	entre	muchos	otros.
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Barber, por tomar otro caso, sostiene que la actual sociedad heterogé-
nea y compleja exige una transformación participativa de la democracia; 
esta se vería facilitada extraordinariamente por el desarrollo tecnológico 
y de los medios de comunicación cada vez más poderosos y plurales.362 
Dworkin, por su parte, es clave en la distinción entre dos formas de en-
tender la acción colectiva: mientras que la visión liberal concibe la acción 
colectiva en términos “estadísticos”, es decir, como mera suma de volun-
tades individuales aisladas, la otra visión, más comunitaria y que encuen-
tra antecedentes en Rousseau, entiende que la suma de voluntades indi-
viduales, aun mayoritaria, no puede desconocer la realidad de los grupos 
o comunidades, por lo que cabe establecer disposiciones limitativas a las 
decisiones de las mayorías, circunstanciales o estables, limitaciones estas 
que se sustentan en valores superiores compartidos (derechos humanos, 
por ejemplo).363 
32	Barber,	B.	(Strong Democracy. Participatory Politics for a New Age,	op. 
cit.)	distingue	nítidamente	tres	fases	del	proceso	democrático,	con	sus	
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En el ámbito normativo, el sistema representativo resultó altamente 
restrictivo a las pretensiones de participación ciudadana. Cerrado el ciclo de 
las revoluciones liberales, el principio de la soberanía popular fue limitado 
por el republicano del “imperio de la ley”. La limitación a la participación 
popular directa fue un patrón en todas las Constituciones liberales.364 
Es así que ningún individuo ni grupo particular de individuos tiene, 
por derecho propio, la facultad de regir a la comunidad, pero esta, a su vez, 
carente de concreta e individualizada voluntad propia, solo se expresa a 
través de complejas técnicas jurídicas. 
Si el sufragio aparece como una de las técnicas específicas para la par-
ticipación, otro de los institutos, también clásico, es el derecho de peticio-
nar a las autoridades, en forma individual o colectiva, el que aparece como 


















con	un	proyecto	normativo,	se	enmarca	en	el	 instituto	de	 la	 iniciativa	
popular,	y	cuando	está	dirigido	a	la	Administración	Pública	(o	al	Poder	
Legislativo	o	Judicial	en	una	función	administrativa)	adopta	las	pautas	
procesalmente	 articuladas	 en	 los	Códigos	o	 leyes	procesales	 adminis-
trativas.	Estas	últimas	prevén	remedios	contra	 la	 inactividad	de	 la	Ad-
ministración	como	el	amparo	por	mora	o	recursos	contra	la	resolución	
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Como señalábamos, el derecho a peticionar a las autoridades es un 
derecho clásico de las Constituciones del liberalismo y su desarrollo en el 
Constitucionalismo, a lo largo de todo el siglo xix y hasta el comienzo de la 
primera guerra mundial (1914-1918), fue cada vez mayor hasta la aparición 
de los derechos sociales.366 
Pero hay que esperar a la introducción de los institutos de democra-
cia semidirecta en las Constituciones del siglo pasado, que se dio en muy 
diferente períodos, para que la participación fuera organizada, canalizada 
y direccionada. Aun los sectores más conservadores de la sociedad com-
prendieron que sin la regulación de esa participación, la movilización podía 
generar inestabilidad en los sistemas políticos.
Con la introducción de los mecanismos de democracia semidirecta no 
solo se buscó generar mayores consensos en temas fundamentales o contro-
versiales, en lo normativo, o apoyo popular a decisiones gubernamentales; 
se buscó también estabilizar el sistema político.367
Ahora bien, para casi todos los teóricos de la democracia, la participa-
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directa y/o a través de organizaciones intermedias en la iniciativa política 
o legislativa, esto es, para las grandes decisiones colectivas. Habrá que es-
perar a que, en el contexto de los estudios sobre Reforma del Estado y de la 
Administración Pública pos Consenso de Washington, recuperada la tesis 
del Estado como actor central de la política, haga su aparición la idea de 
participación en la gestión pública como un derecho específico.
3. Representación política  
 y representación funcional 
La participación supone, además de institucionalización, algún grado ma-
yor o menor de mediación. La técnica más común de esta mediación es la de 
la representación.
No existe, como ha hecho notar Dalla Vía,368 un correlato exacto entre 
democracia y representación política. Sin embargo, y más allá de las justi-
ficaciones teóricas y críticas que ha recibido, la representación política nos 
acompaña desde las vísperas de la Revolución Francesa.
¿Quién y cómo ha de ejercer el poder que, como principio, le corresponde 
al pueblo, a la nación o comoquiera se llame el titular de la soberanía? Las dis-
cusiones acerca de la representación son intentos de respuesta a una pregunta 
fundamental que nos deriva a la cuestión de las técnicas de representación, a 
veces distinguidas y a veces confundidas con las técnicas de participación.369 En 
la Carta Iberoamericana de Participación en la Gestión Pública la palabra repre-
sentación y distintas variantes (subrepresentación, representación funcional, re-
presentación social, representación territorial, etc.) aparece varias veces. 
La palabra ‘representación’ gramaticalmente significa la acción de re-
presentar y, etimológicamente, presentar de nuevo. Por extensión, entre los 
significados del verbo representar, se encuentran los de “ocupar el lugar de 
otro”, y el de “ser imagen de una cosa”. Así, las dos características definitorias 
de este concepto, según Sartori, son: a) una sustitución en la que una persona 
habla y actúa en nombre de otra; b) bajo la condición de hacerlo en interés del 
representado. Pero, como ha sostenido el mismo autor en otro obra, la idea de 
representación se desarrolla en tres líneas opuestas, según se la asocie a la 
idea de mandato, de representatividad o de responsabilidad.370
38	 Dalla Vía,	A.	R.:	Teoría política y constitucional,	unam,	México,	200.
39	 Ver	López,	M.	J.:	Introducción a los Estudios Políticos,	Depalma,	Buenos	
Aires,	1982.
370	 Sartori,	G.:	Teoría de la Democracia: El debate contemporáneo,	op. cit.
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Según el primer significado, la representación tiene un componente 
jurídico, asimilable a la delegación, y por el cual los miembros de un gru-
po humano jurídicamente organizado (“representado”) se vinculan con un 
órgano (“representante”), en virtud de lo cual la voluntad de este último 
se considera como expresión de la voluntad de aquellos. Debe haber, en 
este sentido de la representación, técnicas por las cuales la voluntad del 
representado se expresan; obligaciones del representante para que exprese 
fielmente la voluntad del representado, y por último, imputación de lo ma-
nifestado por uno al otro. Pero esta primera idea de representación, propia 
del derecho privado, no es aplicable directamente a la representación polí-
tica: a partir de la Revolución Francesa el mandato imperativo (de un grupo 
o de un territorio) se transforma en libre (de toda la nación). Es que la sobe-
ranía es única y no admite divisiones. Además, mientras la representación 
jurídica es directa, la representación política implica inevitablemente una 
relación de muchos con uno, y esos muchos pueden ser miles. Más adelante 
volveremos sobre este punto.
El segundo significado, el de representatividad, es sociológico, o más 
bien existencial. Quien es representativo personifica alguna de las caracte-
rísticas esenciales y compartidas de un grupo, clase o profesión al cual re-
presenta. Se es representativo cuando se refleja en los órganos colectivos de 
decisión la complejidad de la sociedad con la mayor fidelidad posible. Esta 
semejanza no requiere, necesariamente, de técnicas de selección. Muchas 
veces los representados se identifican espontáneamente con una persona (o 
grupo de personas) que reúne ciertas particularidades (sean o no reales) y es 
objeto de anhelos y esperanzas por parte del grupo representado, generan-
do vínculos afectivos que, también espontáneamente, pueden quebrarse 
cuando esas expectativas no se cumplen.
Por último, la idea de representación que se vincula con la de respon-
sabilidad nos lleva a entender el gobierno representativo como gobierno 
responsable. Considerando que en un sistema democrático los candidatos 
deben poner su cargo a consideración periódicamente, la representación 
electiva implica la necesidad del representante de ser receptivo a los recla-
mos de sus electores; de rendir cuentas de sus actos, y eventualmente, ser 
destituidos. Caso contrario, sus representados no reiterarán esa confianza 
en él depositada.
Es importante comprender el cambio operado en el principio de la re-
presentación política desde las revoluciones liberales, pues la crítica más 
viva a la actual democracia representativa de partidos tiene dos puntos 
centrales: en primer lugar, una explícita insatisfacción con la idea de la 
representación política, que lleva a algunos a propugnar una democracia 
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más participativa (o bien, desde otro lugar, con menos intervención de los 
partidos políticos) y a otros a tratar de corregir y mejorar los resultados del 
proceso representativo (esto es, a modificar las técnicas de representación, 
ya sea modificando los sistemas electorales de forma que reflejen otra nue-
va imagen social, ya sea incorporando elementos no políticos o funciona-
les a la representación). La otra crítica está centrada en el funcionamiento 
de los partidos político como actores intermediarios, que ha derivado en la 
emergencia de los nuevos actores y movimientos sociales que reclaman esa 
función.
La representación política, sustentada doctrinariamente en Francia 
por Sieyes, pero que surgió pragmáticamente también en Inglaterra con 
Burke y en Estados Unidos de Norteamérica con los autores de El Federalista 
siguiendo iguales parámetros, derivó en la forma de democracia represen-
tativa. Como sostuvo Sieyes en el seno de la Asamblea Nacional en 1789, 
“el pueblo no puede hablar ni puede obrar sino por medio de sus represen-
tantes porque estos no lo son de quienes los han elegido, sino de la Francia 
entera”. Se asume una representación total de la totalidad de la nación. ¿Por 
qué debe formarse la asamblea representativa? El propio Sieyes sostiene: 
“Los asociados son demasiado numerosos y están dispersos en una super-
ficie demasiado extensa para ejercitar fácilmente ellos mismos su voluntad 
común. ¿Qué hacen? Separan todo lo que es necesario para velar y proveer 
a las atenciones públicas, y confían el ejercicio de esta porción de voluntad 
nacional y por consiguiente de poder a algunos de entre ellos”.371 Conse-
cuentemente, y sobre esta necesidad de hecho, no es ya la voluntad común 
real la que obra, es una voluntad común representativa, una delegación 
parcial del ejercicio de la voluntad nacional.
Ahora bien, la base de representación no puede ser otra que la ciuda-
dana. Si el objeto de una asamblea representativa es expresar la voluntad de 
una nación y la finalidad de la nación es distinta de la de los individuos para 
que prevalezca el interés común, el derecho a hacerse representar pertenece 
a los ciudadanos solo en su calidad de tales y no en cuanto a su pertenencia 
profesional o territorial. Es que la representación aparecía, a ojos de los re-
volucionarios, como el instrumento de unificación de la voluntad nacional.
Pero la consecuencia lógica –y no siempre explicitada– es que dado 
que el representante no representa fragmentariamente a grupos aislados 
sino a la nación entera, y esta, la nación, no tiene voz (debe ser reconstrui-
da entre el “murmullo” de una opinión pública irreflexiva y caprichosa), 
371	 Citado	por	Prieto,	F.:	Lecturas de historia de las ideas políticas,	Unión	
Editorial,	Madrid,	1989,	p.	18.
234 Desafíos del desarrollo de la infraestructura regional para el mercosur                                                                                    
no solo el mandato es libre, sino que el diputado es independiente e irres-
ponsable jurídicamente. Todos estos elementos conforman la doctrina de la 
representación política.
A más de dos siglos de práctica, nos son por todos conocidas las crí-
ticas al sistema de representación política (excesivo elitismo y poca repre-
sentatividad económico-social) y a los resultados de la democracia en sí: 
formalismo, distanciamiento, burocracia, opacidad y asimetría conspiran 
contra una democracia eficaz y eficiente.372 Estas promesas incumplidas de 
la democracia nos llevan a enfrentar una de las patologías más comunes de 
las democracias occidentales: la desafección a la democracia.
Esa insatisfacción por el monopolio representativo de los partidos polí-
ticos ha derivado en la escasa participación en esos órganos tradicionales de 
intermediación y en el fortalecimiento de estructuras paralelas, que defen-
diendo intereses sectoriales, hacen política aunque en su discurso manifies-
ten lo contrario. Pero sin articulación de intereses, el ámbito público pierde 
espacio y se vacía de contenido común: cuando las demandas políticas pro-
vienen directamente de los actores socioeconómicos, es más probable que los 
más poderosos, con mayor capacidad de presión o lobby, o aquellos que ac-
túen con menos ética o ilegalmente, tengan mayor posibilidad de éxito.
Justamente, la necesidad de crear nuevas estructuras articuladoras de 
intereses ha vuelto el interés en la representación funcional. El modelo corpo-
rativista de intermediación de los intereses por negociación del conflicto o de-
mocracia corporativista fue expuesto contemporáneamente por Schmitter.373 
Pero la idea ya estaba presente antes de la aparición de la representación po-
lítica: durante la Edad Media, se reunían en los Parlamentos, Dietas o Asam-
bleas los distintos estamentos de la sociedad a negociar sus intereses contra-
puestos como etapa previa para negociar con el rey, quien generalmente los 
convocaba para la creación de nuevos impuestos (que aquellos aportarían) en 
el marco de las incipientes políticas de expansión territorial.374 
Para Schmitter, la cooperación es un rasgo característico de la demo-
cracia, pero que no exige necesariamente representantes políticos, sino que 





gi,	G.:	El desarrollo del Estado Moderno. Una introducción sociológica,	
Universidad	de	Quilmes,	Quilmes,	1997;	Fioravanti,	M.:	“Estado	y	Cons-
titución”,	en	Fioravanti,	M.	(Ed.),	El Estado moderno en Europa. Institu-
ciones y derecho,	Trotta,	Madrid,	200,	entre	otros.
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pueden ser también representantes funcionales, esto es, agencias adminis-
trativas, sindicatos, patronal, etcétera. En verdad, las cúpulas burocráticas 
de las organizaciones empresariales y sindicales se han ido imponiendo 
como los gestores de la intermediación de los intereses de sus representa-
dos funcionales, desplazando cada vez más a los diputados parlamentarios 
y hasta adquiriendo en la práctica su estatuto de inmunidad. Naturalmente, 
desde esta visión, se reconoce el conflicto intrínseco en lo social (la visión 
liberal de partidos no puede reconocerlo, por entender a la ley como expre-
sión de una voluntad general, evidente por sí misma). En efecto, las asocia-
ciones empresarias y sindicales y los grupos de presión toman la iniciativa 
política (y otras veces deciden por sí). Por eso este autor concluye que en 
el modelo corporativista, reconociendo esta realidad, el Estado asume el 
carácter de promotor y árbitro de la negociación de intereses buscando el 
pacto de las soluciones. 
Ahora bien, si el corporativismo democrático pretende devolver el pro-
tagonismo político a los ciudadanos, no lo hace en cuanto ciudadanos indi-
viduales, sino como miembros o integrantes de las asociaciones organiza-
das y especializadas, públicamente reconocidas y autorizadas estatalmente 
para negociar. Vuelve a aparecer aquí la intermediación. Por ello, si bien es 
otra categoría, seguimos hablando de suplantación, de representación.
4. Formas de participación ciudadana  
 en el sistema democrático: el sufragio
La democracia es tanto una práctica como un ideal a alcanzar en constante 
transformación. Muchas de nuestras frustraciones se producen cuando no se 
distingue la democracia que tenemos respecto de la que deseamos. Desgra-
ciadamente no existe ningún término genérico que englobe la totalidad de los 
procedimientos que tienen como base la selección política hecha en nombre 
de una opinión: elección, votación, escrutinio, consulta, aclamación, sufra-
gio y otros suelen usarse, en el sentido corriente, como sinónimos.375 
Las elecciones son técnicas de selección. Proceder a una elección es someter 
a la apreciación de la opinión una cuestión de interés público o de un candidato 
a ocupar un cargo público, quedando entendido que cada elector está reputado 
como poseedor de un juicio recto y lúcido, y de una competencia y conocimiento 
indudable acerca de la cuestión sometida a su consideración. Esta hipótesis se 
presta sin duda a ser criticada por falaz, aunque el sistema democrático exige un 
375 freund,	J.: La Esencia de lo Político,	Editora	Nacional,	Madrid,	198.
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autoaprendizaje moral y cívico constante del ciudadano además de sustentarse 
en un principio ético según el cual, si una decisión concierne a todos, es más justo 
que todos decidan aun cuando el juicio pueda ser erróneo.
La aclamación tiene como fundamento el principio del acuerdo y el recha-
zo, aunque como veremos más adelante, los institutos de democracia semidirecta 
suelen estar redactados también en forma de selección de dos alternativas. El su-
fragio, por su parte, es un “derecho publico de naturalaza subjetiva que consiste 
en el derecho que tienen los ciudadanos de elegir y ser elegidos y participar en 
la organización y actividad del poder en el Estado”376 y que tiene por finalidad 
concurrir a la formación de una voluntad colectiva por medio de la manifestación 
de voluntad individual, que, en cuanto acto, es denominado voto.
Hay quienes afirman que el concepto de sufragio es genérico y neutro ya 
que, con razón, puede ser utilizado –tanto para elegir como para decidir– con 
fines públicos o privados o, por último, puede ser utilizado bajo representa-
ción política como funcional. Pero también es cierto que es la técnica especí-
fica de la participación ciudadana en el sistema de democracia representativa 
(léase de representación política), por cuanto es siempre manifestación de 
voluntad individual y ciudadana y en este sentido está íntimamente vincu-
lado con el liberalismo. En efecto, como Hegel ya lo había hecho notar en su 
Filosofía del Derecho, existe en el acto de votar una tensión dialéctica entre lo 
privado y lo público: no hay opinión de carácter puramente política porque 
no existe, en nuestras sociedades contemporáneas, un ciudadano ciento por 
ciento político, imbricado totalmente en la cosa pública.377 El ámbito de liber-
tad del ciudadano moderno es su espacio privado, no el público donde, desde 
la óptica liberal, ve restricciones, coacción y violencia.378 Hay por ello, inevi-
tablemente, en este acto público, consideraciones de orden privado, basadas 
sea en una valoración de los intereses, en motivos profesionales, en convic-
ciones religiosas, o en la preferencia acerca del programa de un partido. Nin-
guna decisión, consecuentemente, está exenta de referencias a lo privado.
¿Cuál es la vinculación entre sufragio y régimen representativo? Sin 
elecciones y, por tanto, sin sufragio, no puede haber régimen representativo 
propiamente dicho y de ahí que cuán representativo sea un régimen depen-
de, en términos generales, de cuán amplia sea su base electoral. A partir 
de la universalización de la base electoral, como seguidamente veremos, 
democracia, elecciones-sufragio y representación conforman la tríada del 
37	 Conf.	Dalla Vía,	A.	R.:	Teoría política y constitucional,	op. cit.,	p.	173.
377	 Hegel, G.	W.	F.:	Filosofía del Derecho,	Editorial	Claridad,	Buenos	Aires,	
198.
378	 Constant,	B.:	“Discurso	sobre	la	libertad	de	los	antiguos	comparada	con	
la	de	los	modernos”,	Revista de Estudios Públicos,	núm.	59,	1995.
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régimen representativo (al que habrá que agregarle, para cerrar el círculo, la 
intermediación de los partidos políticos, aunque este es ya otro tema).379
Ya hemos señalado que el sufragio, en el régimen de representación 
política, tiene base individual y ciudadana. Ello significa que el individuo 
es la base a los fines de computar la conformación de la voluntad general. 
También señalamos que, bajo el régimen de representación política, no hay 
otra categoría que la de ciudadano, al margen de cualquier pertenencia. La 
categoría de ciudadano se encuentra definida y regulada, según las leyes 
electorales, de forma genérica. La única división que se admite, a los efectos 
de tales cómputos, es la de carácter territorial. Así, aun sin estar organizados 
federalmente, una provincia o estado local es una circunscripción electoral 
a los fines de la elección de diputados aunque, como vimos, ese diputado no 
represente a ese territorio sino a toda la nación.
No hay sufragio si no hay reglamentación, y esta adopta, según los paí-
ses, variadas estipulaciones (y consecuentes clasificaciones), que dependen 
más de la experiencia y trayectorias de cada sistema de que modelos teóri-
cos, aunque han tendido a equipararse en lo que hace a su universalización 
y al secreto de su emisión para asegurar mayor representatividad y mayor 
libertad de expresión de la voluntad, respectivamente.
De hecho, la extensión del sufragio a universal permitió que los parti-
dos políticos se convirtieran en un sistema: los partidos entran de ese modo 
en una configuración nueva y se ven a su vez configurados por ella.
El sufragio no termina de delinear aún la forma representativa del régimen. 
Resta todavía determinar el modo en que los votos se transforman en escaños 
o cargos, y por consiguiente afectan la conducta del votante, esto es, el sistema 
electoral. En efecto, tenemos la sumatoria de sufragios por un lado, y la canti-
dad de cargos a ocupar por el otro: el sistema electoral refiere tanto al principio 
de representación que subyace al procedimiento técnico de la elección como al 
procedimiento mismo, por medio del cual los electores expresan su voluntad 
política en votos, que a su vez, se convierten en escaños o poder público.380
Es muy grande y diversa la literatura referente a los sistemas políticos 







380		Nohlen,	D.:	Sistemas electorales y partidos políticos,	Fondo	de	Cultura	
Económica,	México,	199.
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en sí. Por ejemplo, en sistemas a doble vuelta, se dice que con incertidum-
bre de resultados, en la primera vuelta los electores votan por convicción 
(voto sincero), mientras que hay voto estratégico en la segunda vuelta entre 
las alternativas que se presentan, o como dice el refrán, en la primera vuelta 
se escoge, en la segunda se elimina. 
Basta conocer los tres grandes sistemas de asignación de cargos en los 
cuerpos representativos de los sistemas electorales, que pueden ser clasifi-
cados como: de representación mayoritario, de representación de las mino-
rías y de representación proporcional.
El sistema electoral es mayoritario cuando se otorgan la totalidad de los 
cargos al candidato o lista de candidatos que obtiene mayor número de votos; 
el sistema es de representación de las minorías cuando, por lo menos, a una 
de las minorías se le otorgan cargos con prescindencia de la cantidad de votos 
que efectivamente hayan obtenido; generalmente, se utiliza el sistema de dos 
tercios de los cargos a la lista con mayor cantidad de votos y un tercio de los 
cargos para la lista que ocupe el segundo lugar. Por último, el sistema de repre-
sentación es proporcional cuando, mediante un medio matemático (cociente 
electoral, D’ Hont, etc.), se distribuyen los cargos de forma que coincidan con la 
mayor justeza (o proporcionalidad) a la cantidad de votos obtenidos. 
Resulta obvio que este último, el proporcional, genera cámaras de repre-
sentantes más representativas de todo el arco electoral, aun cuando algunos 
partidos queden fuera de la distribución (sea porque se haya establecido un 
piso o porcentaje mínimo de votos necesarios o porque no llegan a tener el 
mínimo porcentaje a partir del cual se reparten los cargos), mientras que los 
sistemas mayoritarios son menos representativos. Pero, desde otro análisis 
que no se puede soslayar, los sistemas más representativos derivan en gobier-
nos menos eficaces, sobre todo cuando no hay claras mayorías, por cuanto 
cada decisión debe negociarse hasta obtener consensos. Es más difícil tomar 
decisiones cuanto mayor es el número y la heterogeneidad de los actores.
También resulta obvio que tener que tomar una decisión consensuada 
no es intrínsecamente malo; muy por el contrario, como hemos visto, las de-
cisiones tomadas por consenso tienen mayor estabilidad y legitimidad. Pero 
puede suceder que los negociadores (gobierno y oposición) jueguen a todo o 
nada, esto es, hagan política irresponsablemente como si fuera un juego de 
suma cero, sin querer conceder nada, sin ceder posiciones. En estos casos, 
donde hay muchos veto players, es decir, actores políticos con capacidad de 
paralizar el proceso de toma de decisión, la crisis institucional puede ser un 
resultado más que factible.
Pero entendemos que la antítesis entre gobiernos efectivos y gobiernos 
representativos es falsa. Un gobierno efectivo, de mayoría, también tiene 
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que considerar a las minorías y no imponer decisiones; en un gobierno re-
presentativo, tanto gobierno como oposición deben actuar responsablemen-
te, no adoptando posiciones absolutas, sabiendo negociar y consensuar. 
Siguen siendo necesarias, más aun dentro de los esquemas actuales, 
las verdaderas opciones de participación del electorado: apertura de las lis-
tas bloqueadas, sistemas de tachas o preferencias, democratización interna 
de los partidos políticos mediante internas abiertas. 
5. La Carta Iberoamericana  
 de Participación Ciudadana en la Gestión Pública
La Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la Gestión Públi-
ca fue aprobada por la xi Conferencia Iberoamericana de Ministros de Ad-
ministración Pública y Reforma del Estado en Lisboa, Portugal, en 2009, y 
adoptada por la xix Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobier-
no, celebrada en Estoril, Portugal, en diciembre de ese mismo año.
Consta de un Preámbulo y seis capítulos con un total de cincuenta (50) 
epígrafes y una Consideración Final relacionada con el compromiso de los 
Estados iberoamericanos de promover la participación ciudadana en la ges-
tión pública siguiendo las pautas de orientación contenidas en la Carta. El 
capítulo primero define el Objeto, fundamentos y principios de la participa-
ción ciudadana en la gestión pública, seguido por otro referente a la Partici-
pación ciudadana en el proceso de formación de las políticas públicas. En el 
tercero se habla de las Formas de participación y en el capítulo cuarto sobre 
La participación como organización y proceso. El anteúltimo capítulo refiere 
al Acceso a la información pública para la participación ciudadana, y el sex-
to, a la Evaluación del proceso de participación en la gestión pública.
El concepto de participación ciudadana en la gestión pública que 
adopta la Carta está vinculado al “proceso de construcción social de las 
políticas públicas que, conforme al interés general de la sociedad demo-
crática, canaliza, da respuesta o amplía los derechos económicos, socia-
les, culturales, políticos y civiles de las personas, y los derechos de las 
organizaciones o grupos en que se integran, así como los de las comunida-
des y pueblos indígenas” (epígrafe 2), el que debe ser complementado con 
lo establecido en el Preámbulo, donde se lo desagrega el derecho genérico 
de las personas a participar colectiva e individualmente en la gestión pú-
blica con los derechos de información, participación, asociación y expre-
sión sobre lo público en la busca de una democracia plena (ver también 
epígrafe 3).
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Uno de los objetivos definidos en la Carta es el de definir los contenidos 
básicos del derecho de los ciudadanos y las ciudadanas a participar en la 
gestión pública (epígrafe 1, punto b).
Vinculado a los aspectos jurídicos se señalan como principios del de-
recho a la participación en la gestión pública la igualdad y la autonomía; el 
primero de ellos, en tanto ese derecho es de cada ciudadano y ciudadana, por 
lo cual los Estados iberoamericanos deben establecer las garantías necesarias 
para que sea ejercido en igualdad de condiciones; el segundo, autonomía, 
por cuanto ese derecho debe ejercerse con total autonomía o libertad.
Iniciamos este trabajo señalando la necesidad de regulación de la par-
ticipación. La Carta, en su epígrafe 20, reconoce que la participación en la 
gestión pública puede adoptar distintas formas. Así, habrá pluralidad de 
formas según el objeto de la participación: si se la ejerce sobre la toma de 
decisiones públicas, sobre la actividad administrativa o sobre la evaluación 
de sus resultados. También, será distinta si este derecho se ejerce en forma 
individual o en forma colectiva. La participación puede canalizarse a través 
de procedimientos, instancias, o ambos. Tendrá, por último, variantes se-
gún los tipos de sujetos sociales sobre quienes recae la política pública.381
También establece la Carta que la participación ciudadana en la ges-
tión pública, cualquiera fuere su objeto, debe combinar formas orgánicas 
con formas procedimentales. Se añade, además, que el objeto es tender a la 
institucionalización de la participación como a la modificación de los equi-
librios de poder a favor de aquellos que se encuentren subrepresentados en 
los circuitos de decisiones. La Carta no efectúa distinciones según el dere-
cho a participar sea ejercido (o reclamado) en forma individual o colectiva. 
Esto último supone el derecho de organizarse en colectivos sociales y orga-
nizaciones representativas (epígrafe 35 i).
Queda establecido en el epígrafe 6 el doble vínculo existente de la parti-
cipación ciudadana en la gestión como derecho activo exigible a los poderes 
públicos por los ciudadanos y las ciudadanas y su contraparte, esto es, ser 
una responsabilidad cívica (corresponsabilidad social, según se lo define 
más adelante en el epígrafe 10), punto que se desarrolla en el epígrafe 39.
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gestión pública aparecen desarrollados en el punto 35. Allí se consigna la nece-
sidad de que los ordenamientos jurídicos estatales reconozcan a todos los ha-
bitantes el derecho genérico de participación ciudadana en la gestión pública y 
garanticen su ejercicio efectivo. Y, en una enumeración mínima (no taxativa), 
se detallan en diez incisos diferentes los derechos participativos en la gestión 
pública que hemos agrupado temáticamente para su mejor comprensión, in-
cluyendo otros que aparecen desperdigados todo a lo largo de la Carta:
1.  Derecho de intervenir en las distintas fases del proceso de forma-
ción de políticas públicas
 Este derecho, el más genérico de la enumeración, aparece en primer 
lugar (epígrafe 35 inciso a) y se encuentra íntimamente vinculado con 
el de ser informado expresamente sobre el derecho de participación 
ciudadana en la gestión pública, sus contenidos, las formas y proce-
dimientos para su ejercicio y los entes y órganos de la respectiva Ad-
ministración Pública competente con la que se pueden relacionar para 
participar –inciso g) del mismo epígrafe–.
2.  Derecho a reclamar derechos
 En el epígrafe 38 aparece otro de los principios generales: el derecho a 
reclamar derechos a través de acciones ciudadanas de interés público. 
Se establece que los Estados iberoamericanos consagrarán jurídica-
mente el derecho a reclamar derechos, a través de acciones ciudada-
nas de interés público. Entre esas acciones, menciona el derecho de 
petición (que es establecido en la propia Carta), la acción popular, la 
acción de amparo o tutela y la acción de cumplimiento. 
3.  Derecho a la presentación de solicitudes, proyectos y propuestas y 
de recibir respuesta
 Comprende el de presentar solicitudes, proyectos y propuestas en el 
ámbito competencial de los entes y órganos públicos de los diferentes 
ámbitos territoriales, así como el de recibir respuesta; esta debe ser no 
solo oportuna y adecuada sino que también debe respetar la dignidad 
de la persona (epígrafe 35 inciso b). Como se aclara a renglón seguido, 
este derecho es independiente, esto es, no se superpone con el derecho 
de ejercer recursos administrativos o judiciales.
4.  Derecho de vigilancia y control en los servicios públicos e inversión 
de los recursos públicos
 En el inciso c) del epígrafe de 35 se señala el derecho de vigilar y con-
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trolar la prestación de los servicios públicos y la inversión de los recur-
sos públicos. 
5.  Derecho de participación en la formulación de normas de alcance ge-
neral de las personas o grupos afectados. Derecho a ser consultado
 Se establece el derecho de participar, a través del trámite que sea pre-
visto, en la elaboración, modificación y revisión de los proyectos nor-
mativos y disposiciones de carácter general que les afecten, en particu-
lar a determinados colectivos sociales (epígrafe 35 inciso d). En el caso 
de que esas normas y decisiones afecten a los pueblos indígenas, el in-
ciso siguiente establece además de la participación en su elaboración, 
modificación y revisión, el derecho a ser consultados previamente: am-
bas, consulta y participación, mediante procedimientos apropiados.
6.  Derecho a obtener información
 Según el epígrafe 35 inciso f), es un derecho el solicitar y obtener in-
formación pública necesaria, referida a la gestión pública, que sea 
completa, oportuna, veraz y actualizada. Este derecho es instrumental 
pues, como veremos, aparece como un prerrequisito para poder ejercer 
útil y eficazmente el derecho de participar.
7.  Derecho de denunciar
 La Carta consagra que el derecho genérico de participación ciudada-
na en la gestión pública incluye el de denunciar ante las autoridades 
competentes cuando se perciba la obstaculización del ejercicio de la 
participación, de conformidad con el ordenamiento jurídico nacional 
(epígrafe 35 inciso h).
8.  Derecho a relacionarse y comunicarse electrónicamente
 Siguiendo la línea de lo ya establecido por la Carta Iberoamericana de 
Gobierno Electrónico, se sostiene en el epígrafe 36 que la aplicación de 
las tecnologías de la información y comunicación en los procesos de par-
ticipación ciudadana en la gestión pública posibilita el desarrollo del de-
recho ciudadano a relacionarse y comunicarse electrónicamente con sus 
gobiernos y administraciones públicas, sin que esto genere restricciones 
para aquellos que usen medios tradicionales. Para la efectividad de este 
derecho, los Estados iberoamericanos promoverán el acceso universal a 
las tecnologías de la información y comunicación, facilitando la partici-
pación, especialmente, de los pueblos indígenas y grupos poblacionales 
marginados y culturalmente diversos (epígrafe 37).
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9.  Derecho de organizarse 
 En el epígrafe 35 inciso i) aparece consagrado el derecho de organi-
zarse en colectivos sociales y organizaciones representativas de los 
ciudadanos y las ciudadanas, y conformar redes sociales, con miras a 
potenciar la capacidad de incidencia sobre la gestión pública. 
10.  Derecho de evaluación del proceso de participación
 El último inciso del epígrafe 35 señala el derecho de “seguir, medir y 
evaluar la gestión pública y sus resultados, de conformidad con las ne-
cesidades y ópticas de la ciudadanía, de los colectivos sociales y pueblos 
indígenas”. En el epígrafe 16 se señala, además, que es un derecho de 
la ciudadanía medir y evaluar los resultados e impactos de las políticas 
públicas, y se afirma que ello facilitará la intervención independiente de 
la sociedad en el seguimiento, evaluación y su control.
 11.  La responsabilidad cívica en el ejercicio de los derechos
 Los derechos a la participación en la gestión pública (así como su ejer-
cicio) suponen, por su parte, la responsabilidad de los ciudadanos y 
organizaciones colectivas. Como señala la Carta en su epígrafe 39, el 
derecho de participación conlleva responsabilidades cívicas. Así, esa 
responsabilidad cívica implica:
a.  Conocer y hacer un uso adecuado de los mecanismos de participa-
ción. 
b.  Informarse sobre los aspectos de interés público así como sobre las 
competencias asignadas a la entidad pública a la cual se dirija. 
c.  Escuchar las razones presentadas por los representantes de la 
Administración Pública y, en los casos de ser necesaria la contra 
argumentación, hacerlo de acuerdo a razones que obedezcan a la 
mayor objetividad posible y mediante una actitud de diálogo. 
d.  Respetar y propiciar decisiones públicas que prioricen el interés 
general de la sociedad. 
e.  Intervenir en los procesos de evaluación de la participación ciuda-
dana, así como de sus actuaciones, de manera que permita apren-
dizajes para su mejora. 
12.  Las garantías en el ejercicio de los derechos
 Todo derecho supone una garantía para su ejercicio. En su epígrafe 22, 
la Carta señala que para garantizar la participación individual y co-
lectiva las administraciones públicas propiciarán medidas tendientes 
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a posibilitar el acceso a información de interés general; difundir los 
canales de comunicación abierta y permanente con cada área de la Ad-
ministración; su vinculación con la ciudadanía con su sola condición 
de tal; la respuesta en tiempo y forma adecuada a toda consulta, soli-
citud o propuesta presentada; la provisión de mecanismos participa-
tivos especiales para incluir a todo ciudadano y ciudadana que tenga 
dificultades para comunicarse con la Administración, o limitaciones 
para acceder a los mecanismos de participación ordinarios; la gestión 
transparente de intereses a instancias de colectivos ciudadanos para 
manifestar reclamos, propuestas o consultas en el marco de las políti-
cas y normas vigentes. 
13.  Jerarquización de los derechos
 Para finalizar, es importante señalar que la Carta recomienda a las 
administraciones públicas procurar que los diferentes contenidos del 
derecho a la participación en la gestión pública sean jerarquizados a 
través de su constitucionalización, regulando los mecanismos, proce-
dimientos y garantías que requiere (epígrafe 10 inciso a). 
6.  Reflexiones finales
El derecho a participar no genera per se ciudadanos activos. Pero sin el re-
conocimiento de esos derechos y sus garantías, la participación es un obs-
táculo que debe ser superado caso por caso.
La participación no se opone a la representación, ni la selección de 
candidatos a través del voto es su único instrumento. La democracia partici-
pativa es una forma más compleja y no ausente de riesgos que implica una 
dinámica en constante tensión. 
Sin embargo, las decisiones tomadas en conjunto, canalizadas a través 
de las distintas formas de participación, dan lugar a mejores resultados. La 
integración que se logra canalizando la movilización, mediante instrumen-
tos de participación ciudadana, da lugar a ciudadanos más comprometidos 
con las decisiones de la cosa pública, más informados y activos en el con-
trol. Dejan de ser ciudadanos espectadores: el ciudadano que participa en 
la gestión sabe que va a influir en el contenido de la decisión política como 
un miembro más (pero no menos importante) junto con los otros instrumen-
tos de participación ciudadana (sufragio universal efectivo, libertad de ex-
presión, libertad de asociación y organización, etcétera); el ciudadano que 
participa en la gestión sabe que su interés es igual y recíproco (no exclusivo 
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ni excluyente) al de los demás, y por ello no acepta la imposición de la ma-
yoría; el ciudadano que participa en la gestión, no solo es corresponsable 
sino también solidario con los resultados de la decisión.
Quienes sostienen que un exceso de participación ciudadana torna in-
gobernable el sistema político ignoran que los problemas de gobernabilidad 
van de la mano de la crisis de representación y de los partidos políticos. Ello 
no significa menos política, sino todo lo contrario: más política. 
Hemos expuesto solo los aspectos normativos. La distancia entre la 
norma y la práctica es grande. Pero como hemos dicho al inicio, estos textos 
se constituyen en un parámetro y modelo insoslayable para orientar las fu-
turas reformas, normativas y de prácticas. 
Estas reflexiones también son aplicables al colectivo integrado por 
distintos acuerdos regionales, entre ellos el de la Unión Sudamericana de 
Naciones (unasur). La participación es quizás más importante todavía en 
ellos porque sus decisiones atañen a un conjunto de Estados. La democracia 
que deseamos exige como requisito imprescindible una participación de los 
individuos y de la sociedad organizada, pues es la mejor garantía de una 
política, a la vez, eficaz y respetuosa de los derechos humanos.
 
 
 
